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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0053
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dos días (02) del mes de julio del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro de la tarde (04:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES – de permiso-,  en asocio del señor Secretario Ad-hoc  JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor FRANCISCO JOSÉ VÉLEZ VILLA en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 13 de marzo de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES reconocer y pagar a favor del señor FRANCISCO JOSE VÉLEZ VILLA, mediante la inclusión en la nómina de pensionados, el incremento del 14% con el retroactivo, sobre la pensión mínima que recibe por tener a cargo a su cónyuge, la señora OLGA LIDA RÍOS, por 4 años anteriores a la presentación de la demanda o a partir del momento en que le fue reconocida la pensión si fuere posterior, que tal reconocimiento se haga por catorce masadas anuales, solicita también el pago de los intereses moratorios y en subsidio de estos se reconozca la indexación de las condenas, así como las costas del proceso y las agencias en derecho.
2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El actor a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución Nº 3061 de 1993 el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES le reconoció la pensión de vejez de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990 por ser beneficiario del régimen de transición, pero no le fue reconocido el incremento sobre la pensión por cónyuge a cargo a que hace referencia dicho Acuerdo. 
Aduce el demandante que está casado desde el 30 de julio de 1966 con la señora OLGA LIDA RÍOS, la cual depende económicamente de él, ya que no percibe ningún tipo de ingreso. 

El día 11 de diciembre de 2007, el accionante presentó reclamación administrativa, ante el Instituto de los Seguros Sociales en solicitud del incremento pensional por tener a cargo a su cónyuge,  y transcurrido más de un mes la entidad no se ha pronunciado al respecto.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite la mayoría de los hechos expuestos en la demanda. Se opuso a todas las pretensiones allí expuestas y excepcionó “PRESCRIPCIÓN” “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “BUENA FE”  y la “GENÉRICA”

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por el señor FRANCISCO JOSE VÉLEZ VILLA en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES y dispuso condenar al pago de costas procesales a la parte demandante.
Para arribar a la anterior determinación, expresó que si bien quedó demostrado que el actor está cobijado por el régimen de transición, toda vez que su derecho a la pensión fue reconocido con sustento en el Acuerdo 049 de 1990, así como su calidad de cónyuge respecto de la señora Olga Lida Ríos, lo cual quedó probada con el registro civil de matrimonio allegado, no le asiste el derecho al incremento que solicita, pues el vinculo matrimonial se vio alterado por la separación indefinida de cuerpos, declarada mediante Sentencia Judicial del 26 de noviembre de 1986 por el Tribunal Superior de Manizales, hecho que no afecta el matrimonio pero que suspende la vida en común de los casados, la unidad familiar, la convivencia y la cohabitación por lo que no puede predicarse la dependencia económica, además en modo alguno se demostró que se haya reanudado la convivencia entre la pareja o que haya mediado reconciliación, “lo que demuestra una vez más que el vínculo por si solo no genera el derecho mismo. Toda vez que debe demostrarse la convivencia y que la misma es permanente, además de actual”. Expresa también que tal convivencia debió reanudarse antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, legislación que no contempla incrementos sobre las pensiones. 
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que tiene derecho al incremento pensional establecido por el Decreto 758 de 1990 pues tales prerrogativas subsisten aún después de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993.
Arguye que es claro que la convivencia del accionante con su cónyuge se reanudó desde aproximadamente 15 o 16 años atrás, así como lo afirma la hija de la pareja en su declaración que no fue controvertida ni tachada de sospechosa, es decir, que se reanudó en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, siendo procedente el reconocimiento a dicho incremento.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:
a. ¿Para acceder al reconocimiento del incremento pensional por cónyuge a cargo, basta probar la existencia del vínculo matrimonial?

El artículo 21 del Decreto 049 de 1990, contempla un incremento del 14% y del 7% sobre la pensión mínima por personas a cargo, cónyuge e hijos menores de edad o inválidos dependientes económicamente del pensionado, respectivamente, pero para los derechos causados en su vigencia o en aplicación del régimen de transición determinado en el artículo 36 de la Ley de Seguridad Social Integral en lo que se refiere a pensiones de vejez, o para las de invalidez de origen no profesional estructuradas en su vigencia. Dice la norma aludida: 
“ARTÍCULO 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ:

Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan económicamente del beneficiario y,

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.

Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos conceptos, no podrán exceder del cuarenta y dos por ciento (42%) de la pensión mínima legal”.

La norma exige que se trate de cónyuge o compañero permanente dependiente económicamente del pensionado, y aunque no exige taxativamente la prueba de la convivencia, ella se colige de la sola enunciación de los beneficiarios, pues no se puede hablar de cónyuge o compañero permanente cuando dicha calidad se ha perdido de hecho, como en el caso que nos ocupa.

Esta Sala ha dicho que la vida marital significa la realización de todos los actos que normalmente se perfeccionan entre marido y mujer, ejecutarlos como se hace en el matrimonio o entre cónyuges así no estén unidos por el vínculo legal o eclesiástico, lo que equivale a hacer comunidad de vida permanente y singular, en los términos del artículo 1º de la Ley 54 de 1990. Lo trascendente del concepto estriba en el desarrollo de la vida de pareja que efectúan un hombre y una mujer en todos los ámbitos de la vida, esto es, sexual -que incluye la procreación-, económica -dentro de cuyo concepto se puede incluir el trabajo doméstico como lo señaló la Corte Constitucional en sentencia del 12 de agosto de 1992-, social, laboral y donde es determinante la existencia de unidad de habitación y vivienda o cohabitación. La convivencia hace relación a la participación conjunta de quienes hacen vida marital en los aspectos de conformación de una familia con todas las connotaciones que ello implica, el respeto mutuo, la comunicación permanente, el diálogo constante, el mantenimiento de la paz de pareja que trasciende los espacios familiares, la unidad estable, la colaboración, la protección y ayuda en todos los momentos de la vida, la participación en los episodios de felicidad y de tristeza y las condiciones de igualdad de derechos y deberes. En fin, todos aquellos comportamientos que indican con claridad que se trata de personas unidas para afrontar las contingencias de la vida, que se socorren, entendido en el amplio sentido de la palabra, en cuanto a proporcionarse la congrua subsistencia, el apoyo intelectual, moral y afectivo y la fidelidad[
], afirmar lo contrario, sería aceptar que cualquier persona que conviviese con un pensionado por medio del Acuerdo 049 de 1.990 y dependiese, aunque fuese en parte, de su ayuda económica, tendría derecho a reclamar los incrementos pensionales de los que trata el artículo 21 de la norma citada.

En el presente caso, probado como está, que el pensionado demandante, Francisco José Vélez Villa hace 15 o 16 años – ateniéndonos a la prueba testimonial adosada-, es decir, desde aproximadamente el año 1992 o 1993, respectivamente, esto es, desde cuando todavía se encontraba en plena vigencia el Acuerdo 049 de 1990, reanudó la comunidad de vida con su cónyuge Olga Lida Ríos, presume esta Colegiatura, contrario a lo entendido por la juzgadora de instancia, que ello lleva intrínseco todos los aspectos precedentemente relacionados y, de esta forma se da por acreditado con abundancia el requisito de la convivencia efectiva entre los esposos Vélez Ríos.

De acuerdo con lo anterior, se debe revocar lo decidido en primera instancia, por lo cual se condenará a la accionada a pagar el incremento pensional deprecado. 

Así mismo, como se propuso oportunamente la excepción de prescripción, esta prosperará por cuanto, a pesar de haberse reconocido la pensión desde el año 1993, mediante la Resolución N° 3061, tan sólo se elevó la correspondiente reclamación administrativa el 11 de diciembre de 2007 (fls. 18 y s.s.), por lo que feneció el derecho al incremento con anterioridad al 11 de diciembre de 2004. 

Así se liquidará, en el monto del 14% por cónyuge a cargo, sobre el valor de la pensión mínima legal, tal como lo dispone el literal b] del artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año, desde el 12 de diciembre de 2004 y hasta el 30 de junio de 2009, por doce mesadas anuales, así:

	AÑO
	VALOR PENSIÓN MÍNIMA LEGAL
	VALOR 14% 
	N° MESADAS A RECONOCER
	VALOR A RECONOCER 

	2004
	358.000
	50.120
	0.63
	31.926

	2005
	381.500
	53.410
	12
	640.920

	2006
	408.000
	57.120
	12
	685.440

	2007
	433.700
	60.718
	12
	728.616

	2008
	461.500
	64.610
	12
	775.320

	2009
	496.700
	69.538
	06
	417.228



El valor a reconocer hasta el 30 de junio de 2009, por concepto de incremento pensional por cónyuge a cargo del pensionado por vejez Francisco José Vélez Villa, asciende a la suma de $3´279.450.00, fecha a partir de la cual la entidad demandada deberá seguir cancelando por dicho concepto, la suma de $69.538.oo mensuales, aumentados anualmente conforme a la ley y hasta cuando perduren las causas que le dieron origen. 

Como quiera que ha sido próspera la pretensión del incremento pensional, se accederá a la indexación de las sumas reconocidas ya que es evidente el perjuicio causado con su no pago. Para poder establecer el valor de la misma es necesario acudir a la siguiente fórmula: 

Va: Vx If 

            Io

Donde:

Va: es el valor a actualizar 

Vx: el capital, 

If: IPC al finalizar el período 

Ii: IPC al inicio del período 
3. Conclusión:

Se concluye de todo lo antedicho que hay lugar a revocar la sentencia de primer grado y acceder a las pretensiones invocadas en la demanda.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida en febrero 13 de marzo de 2009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor FRANCISCO JOSÉ VELEZ VILLA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Como consecuencia de lo anterior, se condena al Instituto de Seguros Sociales a cancelar por concepto de incrementos pensionales la suma de $3´279.450.00, generados desde el 12 de diciembre de 2004 y hasta el 30 de junio de 2009, fecha a partir de la cual la entidad demandada deberá seguir cancelando por dicho concepto la suma de $69.538.oo mensuales, aumentados conforme a la ley y hasta cuando perduren las causas que le dieron origen.
TERCERO.- Se condena al Instituto de Seguros Sociales a cancelar el monto señalado en el numeral anterior, debidamente indexado, para lo cual aplicará la fórmula descrita en la parte considerativa de esta providencia.
CUARTO.- Se declara probada la excepción de prescripción de los incrementos causados con anterioridad al 11 de diciembre de 2004, conforme a la parte motiva de esta sentencia.
QUINTO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES








(Con permiso)
JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad-hoc
[�]. Tribunal Superior Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, Sentencia de marzo 23 de 1999, “Pascasio de Jesús Taborda González Vs. Instituto de Seguros Sociales. Sentencia de noviembre 11 de 1999 de Ángela Rosa Rodas Castrillón Vs. Instituto de Seguros Sociales y María Leonor Herrera Vélez.





